México, D.F., a 27 de junio de 2008.
Palabras del Sen. Santiago Creel Miranda, Presidente de la Mesa Directiva del Senado de la República, en el marco del 2° Encuentro de Editores de la República Mexicana, organizado por la Sociedad Interamericana de Prensa

Amigas y amigos editores de diarios:

Muy buenos días.

Me da mucho gusto tener la oportunidad de acompañarlos en este Segundo Encuentro de Editores de Diarios de la República Mexicana y, sobre todo, de compartir con ustedes algunas reflexiones.

Con frecuencia, quien no se dedica al periodismo pasa por alto el valor de la libertad de expresión –como derecho fundamental de la humanidad– y el de la libertad de prensa, que es –quizá– una de sus manifestaciones más importantes.

Por ello, muchas veces se ignora la relación indisoluble entre la libertad de prensa ejercida responsablemente, y el funcionamiento cabal de la democracia.

Ustedes –los editores de periódicos– lo saben mejor que nadie: sin libertad de expresión y sin libertad de prensa, la democracia no es posible.

Y esto hay que repetirlo cuantas veces sea necesario: sin libertad de prensa, no hay democracia que valga.

La libertad de prensa es el medio privilegiado para que los ciudadanos estén informados y participen activamente en los asuntos públicos.

Un ciudadano desinformado, verá mermada su capacidad de tomar decisiones –en el momento de ir a la urna, de adoptar posiciones– y, sobre todo, de expresar libremente sus opiniones.

Una sociedad mal informada, no puede participar genuinamente en las decisiones ni en la exigencia de rendición de cuentas a las autoridades.
Sólo a través de la información, el ciudadano puede sentirse –y ser– mucho más que espectador o testigo de lo que ocurre; ser protagonista de los acontecimientos.

Cuando se silencia el mensaje, se engaña al actor principal de la democracia, que es el ciudadano.

Ahora bien, es necesario recordar que la contraparte ineludible de la libertad de prensa, es el derecho de los ciudadanos a la información. Se trata, en realidad, de la misma moneda, una de cuyas caras debe garantizar la libertad de expresión y, la otra, resguardar el derecho a la información.

Sin información veraz, oportuna, objetiva y equilibrada, la discusión política se torna superficial, al tiempo que se atenta contra la democracia misma.

En México, en esta primera década del siglo veintiuno, seguimos construyendo la democracia. Falta camino por andar –sí– pero los primeros pasos están dados. Y uno de esos primeros pasos tiene que ver  –precisamente– con garantizar las libertades de expresión y de prensa.

En tal sentido, estoy seguro de que una de las medidas más acertadas que se han tomado en tiempos recientes, fue la ciudadanización del Premio Nacional de Periodismo.

Pero el Estado mexicano ha hecho mucho más: hace poco más de un año –en marzo de 2007– el Congreso de la Unión derogó diversas disposiciones del Código Penal Federal, relativas a los delitos de injurias, calumnia y difamación. Al hacerlo, el Poder Legislativo decidió que sean sólo los tribunales civiles los que resuelvan si la conducta de los comunicadores amerita indemnización en favor de quien se considere afectado.

También en marzo del año pasado, en el Senado de la República se propuso elevar a rango constitucional el secreto profesional de los periodistas, la cláusula de conciencia y la despenalización de los delitos de prensa.

Asimismo, se han presentado iniciativas para garantizar la independencia y la libertad de conciencia de los periodistas.

Todo ello responde a una exigencia ciudadana: la sociedad demanda cada vez más libertades –libertades que implican mayor responsabilidad– y tiene pleno derecho de hacerlo.

No hace mucho tiempo, en el México de hace tan sólo unos años y en aras de la seguridad –una seguridad que, por cierto, nadie parecía amenazar– con instrumentos oscuros y no siempre disimulados, el Estado se convirtió en censor omnipresente; asomaba sobre el hombro de los periodistas que tecleaban la nota, el reportaje, la columna o el artículo y, eventualmente, metía las manos en la máquina de escribir e, incluso, en la conciencia de quien redactaba.

Esos tiempos ya pasaron, y lo digo con satisfacción y alegría. La censura estatal tiene su lugar en el museo de la historia. En el México de hoy, no caben los jefes de gobierno que decían: “No pago para que me peguen”.

Sin embargo, los profesionales de la información ahora padecen otro tipo de presión, de censura o, peor aún, de autocensura. Me refiero –por supuesto– a la presión que soportan buen número de periodistas y que proviene de las organizaciones criminales.
Es difícil aceptarlo, pero es una verdad insoslayable: la delincuencia organizada ha segado la vida de valientes profesionales del periodismo y ha cimbrado los cimientos de nuestra sociedad.

Eso es inadmisible.

Nadie tiene derecho a silenciar la voz de un reportero –de una mujer o de un hombre– que, al cumplir su trabajo, cumple con una de las más delicadas funciones de la democracia.

El periodismo es el testigo de nuestros tiempos, de nuestro quehacer, de nuestros defectos, de nuestros errores. Y nadie quiere un testigo amordazado.

El periodismo es reflejo de la sociedad, con todas sus facetas y todos sus rostros. Y nadie quiere un reflejo opaco ni empañado.

El periodismo es espejo del poder, donde se evidencian aciertos y yerros. Y nadie quiere verse en un espejo roto.

El periodismo es oficio; es profesión; es razón de ser de todos ustedes. La obligación del Estado no es vigilarlo, sino vigilar que se desempeñe plenamente, en libertad y sin temor.

Aquí –como ya lo hizo antes en Tijuana, en Hermosillo y en Nuevo Laredo– la Sociedad Interamericana de Prensa tratará los temas relativos a la seguridad de medios y periodistas.
El hecho de que los editores de periódicos y los legisladores estemos juntos el día de hoy, habla de la necesidad urgente de que trabajemos en conjunto, para encontrar soluciones. Sin duda, debemos cambiar algunas leyes; debemos involucrar a la sociedad en la defensa de la libertad de expresión que, a fin de cuentas, a ella pertenece.

Un Estado democrático no debe resignarse a que sus periodistas se autocensuren por miedo a perder la vida.

En ello estriba la tarea de quienes asistimos a esta reunión: buscar solución a esa amenaza, que pone en riesgo la libertad de expresión y que mina nuestra democracia.

Finalmente, no deseo concluir sin recordar al gran dramaturgo alemán Bertolt Brecht, quien –a mi juicio– plasmó cabalmente el espíritu que anima a los periodistas amenazados: “¿De qué sirve escribir valientemente que nos hundimos en la barbarie, si no se dice claramente por qué?”
Tal es el espíritu que debemos preservar.

Muchas gracias.
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